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Resumen:  Este artículo estudia la renta nominal a perpetuidad como mecanismo de indemni-
zación ideado por el Estado colombiano para resarcir a la Iglesia como producto de la desamorti-
zación y redención de censos de mediados del siglo xix. El estudio se desarrolló con documentos 
legislativos, algunos expedientes de reconocimiento y la aplicación de algunas herramientas de la 
ciencia de redes. Como producto de ello, se pudo constatar que los pagos de renta nominal se man-
tuvieron hasta entrado el siglo xx, lo que significó un costo para el fisco nacional. No obstante, al 
involucrar instituciones dedicadas a la educación, la salud y la beneficencia, el Estado colombiano 
cumplió con regularidad los pagos de los certificados reduciendo el impacto que tenía el no cubrir 
a cabalidad los gastos sociales en varias regiones del país generando una red de incentivos y bene-
ficios mutuos.
Palabras clave:  Iglesia católica, deuda pública, redes, incentivos, beneficios.

Abstract:  This article studies the perpetuity nominal income as compensation mechanism de-
vised by the Colombian State to compensate the church because of the confiscation and redemption 
of censos of the mid-nineteenth century. We developed this study with legislative documents, some 
recognition files, and applying some network science tools. As a result, we found that nominal in-
come payments remained well into the twentieth century, which meant a cost to the national treas-
ury. However, by involving institutions dedicated to education, health, and charity, the Colombian 
State regularly complied with the payments of certificates, reducing the impact of not fully covering 
social expenditures in various regions of the country generating a network of incentives and mutual 
benefits.
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1.  Introducción

Es imposible negar el papel de la Iglesia durante el periodo colonial 
en el campo financiero, el crédito eclesiástico se convirtió en una de las 
fuentes fundamentales para el sostenimiento de diversas actividades pro-
ductivas con base en los capitales que poseía la institución, debido a que 
las prácticas y creencias religiosas, vistas como un poder supremo que se 
integraba culturalmente, tenían consecuencias importantes para el avance 
económico1. Es decir, los fieles legaban a diversos organismos bienes y 
capitales para financiar la salvación de sus almas a través de la celebra-
ción del culto católico (capellanías), estos dineros eran puestos en circu-
lación a través de préstamos (censos) por los que se dejaba en prenda un 
bien, sobre el valor del cual el deudor se obligaba a pagar anualmente un 
rédito; sin embargo, en múltiples ocasiones la deuda no podía ser amorti-
zada y los inmuebles pasaban a ser parte de la Iglesia.

La historiografía hispanoamericana se ha ocupado con rigor del es-
tudio de este fenómeno, destacándose los trabajos de Marichal2, del Va-
lle3, y von Wobeser4 para el caso de Nueva España, mientras que Grieco5 
ha indagado sobre el particular en el Río de la Plata. Todos estos trabajos 
han puesto en evidencia que el poder financiero de la Iglesia no solo abar-
caba el sector privado, sino que se convirtió en pieza clave del sosteni-
miento del Estado colonial, al ser prestatario de la Real Hacienda por vía 
voluntaria o de manera forzosa, al punto de ser analizado como parte de 
los esquemas de financiación público colonial como sucedía con las de-
más estructuras fiscales6.

La Nueva Granada no ha sido ajena al interés de varios investiga-
dores, quienes se han concentrado en el estudio del crédito eclesiástico 
en distintas regiones, como en el caso del Valle del Cauca estudiado por 
Hyland7, Antioquia que es objeto de estudio de Marulanda8 y Santafé in-

1 A l respecto se encuentran trabajos como Tawney, 1926; Weber, 1930; McCleary y 
Barro, 2019. 

2  Marichal Salinas, 1999.
3 V alle, 2012. 
4  Wobeser, 1994; Wobeser, 2006. 
5  Grieco, 2014. 
6  Klein y Barbier, 1988.
7  Hyland, 1982. 
8  Marulanda Restrepo, 2013. 
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vestigada por Ortiz9. Estas obras han permitido dilucidar las característi-
cas de este tipo de crédito y ponderar el papel de la Iglesia en la economía 
colonial, pero no abordan el destino que tuvo el fenómeno después de la 
independencia.

Desde finales del periodo colonial, tanto en España como en América 
se inició el proceso de desamortización de capitales y bienes eclesiásticos 
con la finalidad de financiar las necesidades del gobierno metropolitano, 
proceso que para el caso español se puede considerar unitario, tal y como 
lo estableció Francisco Tomas y Valiente10, pues desde su inició en 1798 
hasta las ventas de bienes realizadas a comienzos del siglo xx, se caracte-
rizó por la nacionalización de los bienes y su posterior venta11. América se 
insertó en dicha dinámica desde 1804 tras la promulgación de los decretos 
de consolidación de los vales reales y la instrucción para su aplicación, por 
medio de los cuales la corona redimió los censos, aceptando el 50% de su 
valor a los deudores y reconociendo el pago de un interés perpetuo a las ins-
tituciones religiosas. Asimismo, tomó posesión de varias propiedades de la 
Iglesia para su venta. Los fondos obtenidos por dichas operaciones fueron 
depositados en las cajas de consolidación americanas, hasta las cuales acu-
dían los acreedores de la corona, especialmente banqueros holandeses, para 
hacer efectivas las libranzas emitidas por la Tesorería Real de Madrid12. Las 
operaciones de 1804 hicieron que América aportará 15.589.140 pesos a la 
consolidación, siendo el aporte más considerable el de Nueva España con 
el 67%, seguida por Guatemala y Perú con el 10% cada una; mientras que 
Nueva Granada solo llegó a sumar el 3% del total13.

Posterior al proceso independentista, la desamortización no se detuvo 
y a mediados de siglo se fortaleció. En México, el gobierno de la Reforma 
a través del decreto ejecutivo de 12 de julio de 1859 ordenó la nacionali-
zación de los bienes de la Iglesia sin compensación y prohibió la adqui-
sición de nuevos en el futuro14, al punto que la Iglesia se involucró en el 
sostenimiento de la guerra civil y en patrocinar la intervención extranjera 
con el firme propósito de proteger su riqueza15 ante el interés del Estado 

  9  Ortíz, 2016.
10  Tomas y Valiente, 1978. 
11  Tomas y Valiente, 1978.
12  Wobeser, 2014. 
13  Wobeser, 2014.
14  Coerver, 1990.
15  Chowning, 1900. 
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por obtener estos bienes debido a la cada vez más crítica situación fiscal16. 
Para 1864, en Perú se expidió la ley de redención de censos y capellanías 
a través de la cual se podían redimir dichas obligaciones depositando tres 
cuartas partes de su importe, mientras que el Estado reconocía los de-
rechos de las instituciones eclesiásticas a través de vales con una renta 
anual17, a pesar de que algunos consideraban a estas instituciones como 
beneficiarios pasivos y consumidores de riqueza colonial más que como 
prestamistas activos18. En Chile desde 1865, los deudores podían efectuar 
la redención de censos con el 40% de su importe19.

La desamortización también se materializó en Colombia a mediados 
del siglo xix, fenómeno que ha sido abordado por algunos estudios. Estos 
trabajos han girado en torno a diferentes ejes, algunos se han concentrado 
en los aspectos políticos e ideológicos del proceso como Díaz Díaz20, 
otros optaron por una mirada regional concentrando sus esfuerzos en la 
región Caribe21, mientras otros se decidieron por la construcción de mira-
das generales que analizan el impacto de las medidas del liberalismo ra-
dical desde la esfera regional, como en el trabajo de Cruz22 quien además 
se enfoca en los problemas subyacentes a la concentración de la propie-
dad posterior a la realización de los remates de los bienes desamortizados, 
tal y como lo había propuesto Tovar23. Otro enfoque desde el cual se ha 
abordado el proceso de desamortización ha sido caracterizado por el tra-
tamiento del tema como un componente esencial para la comprensión del 
sistema de hacienda pública colombiano, tal y como se observa en los tex-
tos de Jaramillo24 y Camacho25, quienes hacen una síntesis de la legisla-
ción emitida al respecto hasta comienzos del siglo xx, pero también como 
un proceso que mostraba a la Iglesia como una estructura heterogénea y 
con operaciones descentralizadas26.

16  Bazant, 1971.
17 A rmas Asín, 2011.
18  Quiroz, 1994.
19  Bauer, 1983.
20  Díaz Díaz, 1997.
21  Meisel Roca y Salazar Mejía, 2011.
22  Cruz, 2018.
23  Tovar, 1995. 
24  Jaramillo, 1930.
25  Camacho, 1965.
26  Levine, 1979.
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Por otra parte, Meisel y Jaramillo27 dan una mirada general y con 
un importante acervo documental sobre las causas, desarrollo y conse-
cuencias de la desamortización en Colombia. Este trabajo comprende 
el periodo entre 1861, cuando se da inicio a la desamortización, y 1888 
cuando se firma el pacto del Concordato que obliga al Estado a condo-
nar a la Iglesia por los daños causados. El trabajo logró dar cuenta de 
forma general de los componentes legales que reglamentaron la medida, 
así como su evolución durante la segunda mitad del siglo  xix. Por otra 
parte, analiza el desarrollo del proceso con un análisis cuantitativo de los 
montos de los bienes desamortizados y los capitales redimidos, además 
de describir su dinámica en cada una de las regiones del país. En un úl-
timo apartado, los autores sostienen que dichas medidas fueron benéficas 
para la economía del conjunto del país, toda vez que favorecieron la mo-
vilidad de la propiedad, otorgaron seguridad jurídica en las operaciones 
de crédito y eliminaron los obstáculos existentes para el desarrollo de la 
banca comercial.

Este panorama general ha permitido que la historiografía comprenda 
la naturaleza del crédito colonial y el impacto del proceso de desamortiza-
ción de mediados del siglo xix como herramienta para la obtención de in-
gresos extraordinarios para la estabilidad fiscal, así como su influencia en 
el desarrollo del mercado de tierras y crédito, direccionadores en su mo-
mento del crecimiento económico. Sin embargo, solo se trata de manera 
tangencial la aplicación de medidas implementadas para la indemniza-
ción de la Iglesia después de perder bienes y capitales, medidas que hacen 
parte integral del proceso analizado, las cuales son fundamentales para 
dotar de continuidad a todo el proceso histórico del crédito eclesiástico 
que se gestó en el periodo colonial, se intentó eliminar a mediados del si-
glo xix y cuyos vestigios hasta mediados del siglo xx aún se constituían 
en una carga para las finanzas nacionales.

Respecto a ello, Meisel y Jaramillo28 dan algunas pistas al intentar 
determinar si la desamortización fue «buen negocio» para el Estado Co-
lombiano29, cuestionamiento al que responden afirmativamente pues con-
sideran que la indemnización de $100.000 anuales reconocidos por el 
Concordato y el interés del 4,5% sobre los remates y redenciones, era 
un monto mínimo comparado con el valor de las propiedades y capitales 

27  Jaramillo y Meisel Roca, 2008. 
28  Jaramillo y Meisel Roca, 2008.
29  Jaramillo y Meisel Roca, 2008, p. 48.
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apropiados, así como de los ingresos generados en las arcas nacionales vía 
remates y redenciones, llegando a concluir que como producto de la infla-
ción de finales del siglo xix, los montos pagados por el Estado a la igle-
sia «evolucionaron hasta ser una suma irrisoria»30. Esta observación es li-
mitada, pues no toma en cuenta los arreglos posteriores de 1888, como si 
el pago de las rentas anuales reconocidas hubiese muerto en 1903 tras la 
inflación promedio anual de 110%; además de no considerar ni desarro-
llar el concepto de renta nominal y sus diversas clases, acepción que en
cerraba el pago de las rentas reconocidas a la Iglesia.

Nuevamente la historiografía colombiana se preocupó del tema. El 
trabajo de Rojas31 dedica un capítulo completo al abordaje de esta proble-
mática, comprendiendo las características de los mecanismos ideados para 
resarcir a la Iglesia, las instituciones de caridad, educativas y a los parti-
culares por los daños causados durante el proceso de desamortización. En 
su trabajo, Rojas32 da cuenta de las causas de las variaciones de los mon-
tos totales de las diversas obligaciones reconocidas por parte del Estado, 
así como de los cambios en las tasas por las cuales el Estado pagaba la 
renta anual. Rojas menciona que los arreglos llevados a cabo con base en 
el Concordato describen la composición de la renta nominal, la cual para 
1890 llegaba a $5 millones, de los cuales el 62% pertenecía a la iglesia y 
38% a renta privilegiada de establecimientos educativos o de caridad33, 
concluyendo que tales arreglos llevaron a que dicha deuda pasara «incó-
lume el umbral del siglo xx»34.

Finalmente, Uribe-Castro35 argumenta que, al reducirse el poder eco-
nómico de la Iglesia a través de la expropiación de sus bienes inmuebles, 
también se redujo el incentivo de los grupos conservadores por apoyarla 
porque estaba considerablemente empobrecida y, a su vez, las élites secu-
lares que compraron los bienes eclesiásticos tenían menos incentivos para 
promover la violencia política. No obstante, es cuestionable el argumento 
de una Iglesia empobrecida, porque esta también mantuvo varios privi-
legios y obtuvo beneficios, que son parte de la motivación de nuestro ar-
tículo.

30  Jaramillo y Meisel Roca, 2008, p. 50.
31 R ojas Rivera, 2015.
32 R ojas Rivera, 2015.
33 R ojas Rivera, 2015, p. 89.
34 R ojas Rivera, 2015, p. 89.
35  Uribe-Castro, 2019.
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Este recorrido nos contextualiza en el papel de la Iglesia como pres-
tamista durante el periodo colonial y principios de la era republicana, 
de igual forma también logra dar cuenta de los mecanismos ideados por 
el gobierno español y por los de las naciones americanas para utilizar la 
desamortización como vehículo de financiamiento del erario. Para el caso 
de Colombia, la desamortización ha sido estudiada como mecanismo de 
financiamiento, de reducción de la violencia política, de generación de 
trasformaciones en la propiedad de la tierra y del mercado de crédito; sin 
embargo, la particularidad de incluir mecanismos de reconocimiento de 
los capitales y bienes expropiados a través del pago de renta perpetua a 
la Iglesia —distinto a lo sucedido en el caso mexicano— aún es un tema 
ajeno a la historiografía.

En tal contexto, nuestro estudio no busca determinar el impacto de 
la desamortización como generadora de ingresos fiscales extraordina-
rios o como direccionador del crecimiento económico, sino que su aporte 
se orienta al entendimiento de las formas de indemnización eclesiástica, 
como generadoras de costos para la hacienda nacional, pero a su vez, 
como un mecanismo indirecto del Estado para atender los gastos socia-
les que no podía cubrir a cabalidad en varias regiones del país. Aclarado 
lo anterior, se realiza un análisis de la supervivencia en el siglo xx de las 
obligaciones del Estado reconocidas gracias al proceso de desamortiza-
ción de bienes y redención de censos de mediados del siglo  xix, recal-
cando que, si bien la Iglesia dejó de ser una fuente de crédito, ello no im-
plicó su desaparición como captadora de rentas provenientes del Estado, 
rentas que no eran pequeños montos, característica que solo asumieron 
hasta bien entrado el siglo xx.

En tal contexto, nuestro estudio se orienta por las siguientes pregun-
tas ¿Cuál fue el costo fiscal de los reconocimientos estatales a la Iglesia? 
¿Qué incentivos tenía el Estado para cumplir con tales compromisos? Di-
chos cuestionamientos nos permiten evidenciar que la desamortización 
no solo impactó al fisco como fuente de ingresos en momentos de emer-
gencia como lo recalca la mayor parte de la historiografía, sino que tam-
bién se convirtieron en una carga para la hacienda pública, carga que era 
asumida por el Estado ante su incapacidad para suplir servicios básicos 
de salud y educación, por lo menos hasta mediados del siglo xx y que se 
convirtió en una red de incentivos en la que surgieron beneficios para la 
iglesia y el gobierno nacional. Es decir, la red de incentivos permitió la 
compensación entre debilidades e intereses que favoreció la atención de 
los servicios de educación y salubridad en varias regiones del país, ha-
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ciéndolo más eficiente que en un proceso independiente de la Iglesia y el 
gobierno.

Para el abordaje de estos interrogantes, el trabajo se encuentra di-
vidido en cuatro secciones. La primera está constituida por la introduc-
ción, en la segunda se describen las características de las obligaciones 
asumidas por el Estado y su situación en la primera mitad del siglo xx, 
primero en el ámbito legal, ilustrando cada clase de reconocimiento con 
un ejemplo particular y, posteriormente, a través del estudio de redes 
se dará cuenta del alcance de tales obligaciones a nivel territorial. En la 
tercera sección se identifica una red de beneficios e incentivos a partir 
del cumplimiento de las obligaciones y, por último, una sección de con-
clusiones.

2.  Características y alcance de la renta nominal

La renta nominal sobre el tesoro estaba constituida por el pago de ren-
tas anuales a perpetuidad sobre los capitales apropiados provenientes de 
la redención de censos y por los bienes arrebatados a la Iglesia como pro-
ducto de las operaciones de desamortización y redención; los beneficia-
rios de dicha figura incluyen cofradías, archicofradías, conventos, igle-
sias, escuelas, instituciones de beneficencia, de caridad, fundaciones y 
algunos particulares.

En 1851, por razones fiscales el gobierno colombiano decidió redimir 
los censos a través de la ley de 30 de mayo, cambiando al primitivo deu-
dor por el Estado, mientras que los titulares debían consignar en las arcas 
nacionales el 50% del valor del capital del contrato y los acreedores reci-
bían la renta anual que se pactó originalmente36. Además de ello, el de-
creto reglamentario del 6 de junio de 185137 estableció el tinte forzoso de 
la operación para los censualistas, pues no contaba con la voluntad de es-
tos para llevar a cabo la diligencia. Poco después, por el decreto de 31 de 
mayo de 1852 se decidió reducir los capitales de las deudas originales, de 
tal forma que se siguiera pagando la misma cantidad de renta anual en tér-
minos nominales, pero estipulando un interés del 5% para todas38. Estas 

36 R epública de Colombia, 1929a, pp. 455-456. 
37 R epública de Colombia, 1929a, pp. 558-561. 
38 R epública de Colombia, 1929b, pp. 152-154.
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disposiciones tuvieron vigencia hasta 1855 cuando por ley del 24 de abril 
se suspendió este tipo de operaciones39.

Las reformas de 1861 revivieron la figura por la ley de desamortiza-
ción40 y el decreto orgánico de crédito público41, ambos emitidos el 9 de 
septiembre de 1861. Estas dos medidas establecían el pago de una renta 
anual del 6% a los poseedores de tierras expropiadas y de capitales de 
censos redimidos, de esta forma, se establecía una sola tasa que tendría 
vigencia por doce años. El monto de la renta a pagar de nuevo se vio afec-
tado en 1873, ya que el código fiscal42 dividió la deuda en dos clases, a 
saber: la privilegiada perteneciente a instituciones de educación con un 
interés del 6% y la no privilegiada perteneciente a los Estados soberanos 
que conformaban la federación, las iglesias, las cofradías y los particula-
res, estipulándose para estas últimas una renta del 3% anual.

Con el ánimo de liberar al fisco de cargas y consolidar la separación 
del Estado y la Iglesia, los liberales radicales en 1877 después de la lla-
mada «guerra de las escuelas», a través de la ley octava, decidieron des-
conocer todas las obligaciones de la renta nominal pertenecientes a las 
iglesias, cofradías, archicofradías, patronazgos y capellanías43, medida 
que fue eliminada en 1880 con la ley 8644, reconociendo de nuevo el in-
terés del 3% a los afectados, tal y como lo estipulaba el código fiscal 
de 1873.

El ascenso al poder del régimen conservador en 1886, junto con la eli-
minación de algunas de las reformas liberales y la instauración de un or-
den centralista, favoreció la renegociación de las obligaciones de renta 
nominal. En efecto, la ley 35 de 188845 por medio de la cual se reconoce 
el Concordato firmado entre la República de Colombia y la Santa Sede, 
estableció que el gobierno reconocía a perpetuidad la renta anual sobre los 
censos redimidos y bienes desamortizados de iglesias, cofradías, patrona-
tos, capellanías, establecimientos de instrucción y beneficencia con un in-
terés del 4,5% anual, además de entregar $100.000 anuales como indem-
nización por los daños causados a las autoridades eclesiásticas.

39 R epública de Colombia, 1929c, p. 146. 
40 R epública de Colombia, 1930, pp. 398-402. 
41 R epública de Colombia, 1930, pp. 402-412. 
42 R epública de Colombia, 1905, p. 378. 
43  Estados Unidos de Colombia, 1877.
44  Estados Unidos de Colombia, 1880.
45 R epública de Colombia, 1888.
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La definitiva instauración de los diversos tipos de renta quedó esta-
blecida en el año de 1896 a través de la ley 110, por medio de la cual se 
subió el interés del 6% al 10% para las instituciones de educación46. La 
confirmación de tal arreglo y las correcciones necesarias a los capitales 
producto de la inflación acelerada de principios de siglo  xx, se efectuó 
por la ley 23 de 191847 y el decreto 453 de 28 de febrero de 191948, esta-
bleciendo que las obligaciones fuesen pagadas en plata de 0,835 de ley y 
las sumas convertidas en razón de 250:100 en oro.

Con estas condiciones, la deuda con la Iglesia pasó al siglo xx corre-
gida para evitar los desfases propios de la inflación de finales del siglo xix 
y con reglas claras para su percepción por parte de los interesados, pues, 
la relación entre el gobierno y la Iglesia durante el periodo conservador 
fue estrecha, lo que le permitió expandir sus beneficios y estructuras y, al 
amparo del apoyo legal e institucional del gobierno, ejerció una autoridad 
directa y delegada sobre amplias áreas de la política social que no eran 
atendidas por el Estado49, no muy lejos de la política económica.

Conforme a este entorno político y legal, para inicios del siglo  xx, 
la renta nominal del tesoro estaba conformada por cuatro tipos, a saber: 
a) Renta nominal al 10% perteneciente a la instrucción pública; b) Renta 
nominal del 6% perteneciente a instituciones de beneficencia y caridad; 
c) R enta nominal del 4.5% perteneciente a Iglesias y fundaciones ecle-
siásticas; d) Renta nominal del 3% perteneciente a particulares.

El primer tipo de obligaciones se puede ejemplificar con el caso de 
una institución educativa. Al Colegio la Merced de Bogotá como pro-
ducto de la desamortización de 1861 se le expropiaron sus bienes y ca-
pitales, razón por la cual el gobierno reconoció una renta nominal per-
petua del 6%, tasa que fue modificada en 1897, quedando en un 10% 
sobre un capital de $7.628. Las obligaciones se cumplieron sin falta 
desde 1861 hasta 1905 cuando el colegio fue ocupado a fuerza por el go-
bierno, siendo reabierto hasta 1916, momento desde el cual se reanuda-
ron los pagos50. El gobierno adujo que dejó de pagar los intereses de la 
renta por la inexistencia del colegio en el periodo que corrió entre 1905 y 
1916. No obstante, en una demanda las autoridades del colegio reclama-

46 R epública de Colombia, 1896.
47 R epública de Colombia, 1918.
48 R epública de Colombia, 1919.
49 A l respecto se encuentran los trabajos de Levine, 1978; Levine y Wilde, 1977. 
50  Tribunal Superior de Cundinamarca., 1921, pp. 736-741.
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ban que este no dejó de existir por voluntad propia sino por la usurpación 
por parte del Estado. Con base en estos hechos, el Tribunal Superior de 
Cundinamarca, el 29 de agosto de 1921, ordenó el pago de la renta atra-
sada del 10% por los años en que la institución estuvo clausurada, mante-
niéndose la renta anual de forma perpetua como se venía pagando desde 
su reapertura en 191651.

El segundo tipo de obligaciones se puede ejemplificar a través del 
reconocimiento hecho por el Ministerio del Tesoro en Bogotá el 24 de 
agosto de 1892, quien concedió una renta anual del 6% sobre el valor 
nominal, de un censo por $267 redimido el 5 de junio de 1865 y cuyo 
capital provenía de la fundación hecha por un particular a favor de su 
alma, dejándolo en manos del Hospital de San Juan de Dios de la ciu-
dad de Antioquia. En este caso, el fundador no determinó si dicho capi-
tal debía ser hereditario a beneficio de sus descendientes, por lo cual la 
ley estableció que: «Lo que se deje al alma del testador sin especificar 
de otro modo, su inversión se entenderá dejado a un establecimiento de 
beneficencia»52.

Un ejemplo del tercer tipo de obligaciones lo ofrece el reclamo del 
Síndico del Monasterio de la Enseñanza de Bogotá, quien interpuso de-
manda contra el Estado para el reconocimiento de renta nominal al 4,5% 
anual sobre el valor y los capitales expropiados a dicha institución, los 
cuales según el demandante sumaban $265.496. Según la sentencia del 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca, este monasterio 
fue despojado de bienes y censos por un monto de $147.780 en 1857, de-
cisión que fue reclamada por el arzobispo de Bogotá en 1864, negándose 
la devolución de los bienes por parte de la Junta Superior de Crédito Na-
cional. Además de ello, la sentencia anota que nunca se había pagado a la 
citada institución rentas por dicho valor. Tomando en cuenta los hechos y 
la legislación vigente proveniente del Concordato, el tribunal en 1895 re-
solvió conceder el goce de la renta anual del 4.5% al monasterio desde el 
primero de enero de 188853.

Por último, se encuentran aquellas reclamaciones hechas por particu-
lares sobre capitales de censos redimidos, sobre los cuales el Estado reco-
noció el pago a sus usufructuarios de una renta nominal vitalicia del 3%, 
obligación que no desapareció a la muerte del principal beneficiario, sino 

51  Tribunal Superior de Cundinamarca., 1921, pp. 736-741.
52  Ministerio del Tesoro, 1892, p. 1373.
53  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca, 1895, pp. 1532-1534.
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que se constituyó en un bien heredable. Uno de estos casos se presentó 
en  1933 en la ciudad de Medellín, cuando Leonor Mondragón reclamó 
para sí el pago de la renta vigente y los atrasos respecto a tres operacio-
nes. Las obligaciones provenían de fundaciones establecidas en 1771, 
1775 y 1806, capitales que habían sido apropiados por el Estado, obligán-
dose a pagar una renta de 3% anual a la bisabuela y la abuela de Leonor 
Mondragón, sumas que dejaron de cancelarse a la muerte de cada una de 
ellas. Comprobado su parentesco, el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico dictó la Resolución 240 de junio de 193454 en la cual se decidió re-
conocer como nueva usufructuaria de las fundaciones a Leonor Mondra-
gón, sumando ambas un capital de $1.100, haciéndose cargo el tesoro del 
pago de un 3% anual sobre dicho valor, además se dispuso la cancelación 
de los intereses cesantes por treinta años no prescritos, desde el momento 
en que murieron las primeras beneficiarias.

Este recorrido sobre los cuatro tipos de obligaciones reconocidas 
por el Estado bajo la modalidad de renta nominal perpetua como in-
demnización a la Iglesia, particulares, instituciones de caridad, bene-
ficencia y hospitales, así como a las instituciones educativas; permite 
evidenciar cómo los reclamos no cesaron tras el remate de los bienes a 
mediados del siglo xix o por la afectación que los montos reconocidos 
hubiesen tenido debido a la inflación de finales del siglo. En efecto, la 
ley permitió la realización de conversiones de antiguas reclamaciones 
y la petición de herederos como nuevos usufructuarios con los mon-
tos actualizados, para el caso de fundaciones a nombre de particulares. 
Este cuadro descriptivo, además permite dar cuenta de los pormenores 
de los tipos de reconocimiento, sus características, beneficiarios y orí-
genes, los cuales van más allá de los albores de la vida independiente 
de la República de Colombia. Esta constatación carecería de signifi-
cado si no se realiza una ponderación de los alcances de este recono-
cimiento a nivel nacional, para lo cual contamos con los datos consoli-
dados de todos los tipos de reconocimiento en 1934 publicados por el 
Ministerio de Hacienda55.

Con base en la información se pueden detectar las redes de certifi-
cados que tenía la Iglesia católica en diferentes lugares de Colombia, lo 
que hizo que el gobierno tuviera que entregar recursos en zonas distan-

54  Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 1934a.
55  Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 1934b. 
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tes y de difícil acceso, tanto a iglesias, escuelas e instituciones de bene-
ficencia; así como, el valor de los vínculos que tenían con algunos be-
neficiarios. A diferencia de otros análisis y teniendo en cuenta que la 
ciencia de redes busca analizar las interacciones entre un grupo finito 
de agentes, las redes de certificados fueron estáticas, pues, no hubo adi-
ción de nuevos agentes ni cambios en sus interacciones, por lo que se 
define que fue una red cerrada en la que un pequeño grupo obtuvo los 
beneficios de las interacciones con el Estado56. Al ser redes estáticas, el 
gobierno nacional tenía una interacción especial con algunos agentes a 
partir de su cercanía geográfica, la cantidad de operaciones y el monto 
del certificado.

De esta forma, la red de flujos se consolidó a perpetuidad y para 1934 
mostraba una serie de pagos de renta que pueden ser ejemplificados en la 
Figura 1, en la que se presentan las certificaciones de renta nominal per-
tenecientes a instituciones educativas con un reconocimiento del 10% 
anual, las cuales ascendían a 150 operaciones con 140 instituciones y una 
anulada. Las operaciones más grandes se encontraban en Bogotá, donde 
estaba el 10% del total de las operaciones, pero en valor ascendían al 
51,8%, es decir, $335.058 de rentas reconocidas de un total de $646.446, 
cuyo 48.2% restante se encontraba disperso en el resto del país. Cundina-
marca tenía el 32,14%, Boyacá el 18,57%, Antioquia el 8.57%, los San-
tanderes el 11,43%, el Valle del Cauca, Cauca, Nariño, Tolima y Huila el 
13.57% y la región Caribe el 5%.

Respecto a las instituciones, el Colegio del Rosario fue el beneficia-
rio más relevante de los certificados de renta nominal con $190.334 anua-
les, el colegio San Bartolomé Mayor obtenía $24.012 y el Seminario Con-
ciliar de Bogotá $21.908. Alrededor del país hubo varias instituciones 
educativas con las que el gobierno mantuvo una importante relación de 
pagos, como los colegios Ricaurte en Boyacá a quien se le pagaba anual-
mente $2.300 por concepto de intereses, Pinillos de Mompox con $1.338, 
Santa Librada de Cali con $2.044, de Bolívar y Mayor de Popayán con 
$2.597 y $1.814 respectivamente (figura 1).

56  Para una ampliación básica de la ciencia de redes, véase: Barabási, 2016; Borgatti, 
et al., 2009; Newman, 2010; Wasserman and Faust, 1994. 
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Figura 1
Red de certificados de renta nominal con instituciones educativas. 

Las instituciones más cercanas al centro (Gobierno Nacional) eran las que mayor 
cantidad de operaciones de renta tenían
Fuente:  elaboración propia con información  

de Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 1934b.

Al revisar la situación de los hospitales y demás instituciones de sa-
lud a nivel nacional, cuya renta anual era del 6%, se constata una fuerte 
concentración en una sola institución, el Hospital San Juan de Dios de 
Bogotá, cuyas operaciones equivalían al 54.8% del valor total de los cer-
tificados que tenían las entidades de beneficencia, el cual ascendía a 
$328.298. Cundinamarca y Boyacá solo contaban con una operación cada 
uno, mientras las demás regiones tenían un mayor número de beneficia-
rios, pero en total no superaba los treinta. Las operaciones más relevantes 
eran las del Hospicio de Bogotá con $36.416 y un pago de intereses anua-
les de $2.185 y el Hospital de Mujeres de Cartagena con $27.100 y un 
pago de intereses anuales de $1.626 (figura 2).
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Figura 2
Red de certificados de renta nominal con instituciones de beneficencia. 

La institución más cercana al centro (Gobierno Nacional) fue la que mayor 
beneficio obtuvo

Fuente:  elaboración propia con información  
de Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 1934b.

Frente a las iglesias se identificó que solamente algunas arquidió-
cesis y diócesis tenían beneficios de los certificados de renta nominal al 
4,5%, pero que ascendían a más de cuatrocientas operaciones en las que 
sus beneficiarios estaban distribuidos alrededor del país, desde la igle-
sia de Riohacha como el punto más al norte, hasta la iglesia de Túquerres 
como el punto más al sur (figura 3), sumando un valor total que ascendía 
a $670.000. Este monto se distribuía en quince organizaciones eclesiásti-
cas en las que se encontraban las arquidiócesis de Bogotá, Cartagena, Me-
dellín y Popayán, así como las diócesis de Santa Marta, Cali, Pamplona, 
Pasto, Socorro, Antioquia y Jericó, Tunja, Santa Rosa de Osos, Maniza-
les, Garzón e Ibagué.
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Figura 3
Red de certificados de renta nominal con instituciones y obras eclesiásticas. 
La institución más cercana al centro (Gobierno Nacional) fue la que mayor 

beneficio obtuvo. b Montos de operación por Arquidiócesis y Diócesis
Fuente:  elaboración propia con información  

de Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 1934b.
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En la región Caribe se destacaban la Arquidiócesis de Cartagena y la 
Diócesis de Santa Marta. Aunque algunas eran de montos considerables 
y similares a los casos de las instituciones educativas y de beneficencia, 
otros eran pequeños montos que se agrupaban con algunas obras o santos 
de una iglesia o catedral. Con respecto a las iglesias de Cundinamarca, to-
das quedaron incorporadas en la Arquidiócesis de Bogotá, en la que esta-
ban desde la iglesia de Villavicencio hasta la iglesia de Zipaquirá, y más 
de cuatro docenas de iglesias regadas en los municipios aledaños a la ca-
pital, con beneficios anuales superiores a los 500 pesos, como el caso de 
la iglesia de Fontibón o la Iglesia y los Curas de Las Nieves, y un grupo 
con beneficios entre los 180 y 300 pesos anuales, como las iglesias de En-
gativá, La Palma, Monserrate, Santa Bárbara y Zipaquirá. No obstante, la 
Catedral de Bogotá y algunas iglesias como la de Veracruz tenían benefi-
cios anuales de 1.810 y 597 pesos respectivamente.

Para la Diócesis de Tunja, las organizaciones que dominaban los be-
neficios anuales eran las congregaciones tunjanas, mientras iglesias de 
poblaciones pequeñas como Tensa alcanzaban a obtener beneficios alre-
dedor de los $240 anuales. De sesenta operaciones por valor en certifica-
dos de $56.828, el 23,2% estaban concentrados en la ciudad de Tunja, las 
demás se encontraban regadas en regiones distantes o de difícil acceso del 
departamento. Por otra parte, los territorios de Santander y Norte de San-
tander contaban con las diócesis de Socorro y Pamplona, está última tenía 
certificaciones que triplicaban su monto respecto a las de la primera, des-
tacándose las sumas pertenecientes a las ciudades de Pamplona y Cúcuta.

El Cauca, una de las regiones con mayor tradición católica, tenía en 
la Catedral de Popayán el mayor beneficiario, con pagos anuales de inte-
reses que ascendían a $1.062, mientras las demás iglesias de la municipa-
lidad concentraban casi el 90% de los beneficios. Esto representa el po-
der de la iglesia payanesa y la reducida importancia que tenían las demás 
iglesias de la región. Para la diócesis de Cali, los beneficios estaban ma-
yormente distribuidos, pero se destacaban las iglesias de Buga y Jamundí 
con beneficios anuales de $218 y $211. La diócesis de Pasto concentraba 
sus mayores beneficiarios en las iglesias de Sapuyca e Ipiales con $337 y 
$297, muy por encima de los $51 de la Catedral de Pasto.

En el caso de la Diócesis de Ibagué se presentaban beneficiarios con 
ingresos anuales por intereses superiores a los quinientos pesos, como las 
iglesias de Honda, El Guamo y Natagaima. Por otra parte, los beneficios 
en la Diócesis de Garzón no eran tan altos como los de sus vecinos, pero 
alcanzaban a obtener montos superiores a los trescientos pesos, como en 
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el caso de la Iglesia de Jagua, El Hobo y Neiva. La región de Antioquia 
agrupaba la arquidiócesis de Medellín y las diócesis de Santa Rosa de 
Osos, Manizales, Antioquia y Jericó. Estas últimas, contaban con un pe-
queño grupo de operaciones que no ascendía por encima de los $120 de 
renta anual, con excepción de la catedral de Antioquia y las iglesias de 
San Pedro y Yarumal. No obstante, en la arquidiócesis de Medellín se 
encontraban las operaciones más representativas, pero con la particulari-
dad que no estaban concentradas como sucedía en las otras diócesis o ar-
quidiócesis del país. En esta se destacaban principalmente las iglesias de 
Medellín, Marinilla, Rionegro y Copacabana en un primer grupo, con be-
neficios que oscilaban entre los 200 y 400 pesos de renta anual, y en un 
segundo grupo Hatoviejo, Girardota, La Ceja, Sonsón, San Vicente y otra 
agregación en Rionegro con beneficios entre los $100 y $150 pesos. En 
total esta arquidiócesis tenía más de cuarenta certificados de renta nomi-
nal, que se sumaban a 25 operaciones con las demás diócesis de la región.

Finalmente, las más de trescientas operaciones con las fundaciones 
pertenecientes a particulares con un interés anual del 3%, significaron otro 
gasto para la Hacienda Pública, pero en algunos casos fueron más los cos-
tos de envío de los pagos que los mismos intereses que se causaban. No 
obstante, algunas fundaciones como la de Ana María Melgar y Coronel, 
la de Melchora Pérez y Juan Antonio Avallo, la de Juan Francisco Infan-
zón, la de Nicolás Caicedo o la de Francisco Ignacio Mejía recibían rentas 
anuales por encima de los $180, y en el caso de la primera tenía dos cer-
tificados que le permitía recibir en total $410. La identificación completa 
de las redes que se desprenden de estas transacciones podría significar un 
nuevo trabajo que presente los parentescos y cruces que existían entre va-
rias de estas fundaciones con otros negocios y contratos particulares con 
el gobierno, trabajo que está por fuera del alcance del presente escrito.

Así las cosas, se evidencia que el proceso desamortizador generó la 
emergencia de todo un corpus legal que a lo largo del siglo  xix fue va-
riando, hasta llegar a establecer cuatro tipos de obligaciones dependiendo 
del beneficiario que las poseyera, cada una con una renta anual que osciló 
entre el 3% y el 10%. Pasados los fragores de las guerras de finales del si-
glo xix y principios del siglo xx, así como sus efectos inflacionarios, los 
montos fueron convertidos en favor de los poseedores, haciendo atrac-
tivo realizar operaciones de reclamación frente a ellos, lo que se constató 
en las cuatro causas judiciales descritas; incentivo que tuvo una gran aco-
gida, como se manifiesta en el amplio alcance territorial e institucional 
que tenían los montos reconocidos para 1934.



https://doi.org/10.1387/hc.21820� 771

Red de beneficios e incentivos. La Iglesia Católica y la deuda pública en Colombia 

3.  Red de beneficios e incentivos

Después de un periodo descentralizado que ofreció a los Estados so-
beranos el manejo directo de las rentas y en el que varias de las funciones 
del Estado central fueron cumplidas de manera insuficiente57, el gobierno 
nacional concentró nuevamente los principales rubros de recaudo. De esta 
forma, los costos de la renta nominal podían verse nuevamente a partir de 
su impacto en el gasto central total, el cual estaba recogiendo varias de las 
funciones que los Estados soberanos habían asumido durante el periodo 
federal.

El no reconocimiento desde 1877 de las rentas eclesiásticas, significó 
una caída de los montos cancelados sobre el presupuesto nacional, pasando 
del 5,5% al 0,3% entre 1875 y 1877. Luego de ello, en 1892 y 1899 se ex-
perimentó una leve recuperación como resultado de los arreglos del Con-
cordato, para volver en 1934 a un nivel similar al de 1877 en valor absoluto 
(Figura 5a). El cumplimento de estos pagos se aceleró con el apoyo de la 
Iglesia al proyecto conservador que triunfó en 1886 y en el que gran parte 
de estos recursos fueron destinados para el gasto en el sector educativo, ya 
que varios de los bienes desamortizados o censos redimidos eran propiedad 
de instituciones educativas de carácter religioso y, por otro lado, para los 
servicios de salubridad en cabeza de las instituciones de beneficencia.

Esto permite establecer dos hipótesis en las que el gobierno y la 
Iglesia católica lograron obtener beneficios mutuos que surgían como 
incentivo del pago de las rentas. La primera hipótesis se fundamenta 
en que el Estado al cumplir el pago de las rentas eclesiásticas reducía 
sus responsabilidades sociales de educación y salud. La segunda hipó-
tesis se fundamenta en que la Iglesia tenía la posibilidad de poder hacer 
lo que quería hacer frente a sus procesos de evangelización y fortaleci-
miento de su posición en la sociedad, a través de dos actividades básicas 
como eran la educación y la salud. Es decir, la recompensa de uno de 
los participantes dependía no solo de su propia contribución, sino tam-
bién de las contribuciones hechas por el otro participante, lo que convir-
tió un interés y una deficiencia en una red de incentivos que benefició a 
la Iglesia y al gobierno central más que si se hubiese hecho a partir de 
las contribuciones independientes. No obstante, esto no se basa en una 

57  Para una compresión global del entorno fiscal de Colombia durante el periodo libe-
ral, véase: Kalmanovitz y López, 2019. 
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relación lineal en la que las contribuciones se suman a los beneficios, 
sino en que los beneficios son un resultado no cuantificable, pues no es 
el valor exclusivo del pago de la renta que se convierte en una inversión 
en educación o salud, sino en la implicación social y la cobertura que 
tiene el servicio, así como la implicación fiscal de no desarrollarlo por 
parte del gobierno.

Estas hipótesis se corroboran a través de los testimonios de varios 
funcionarios del Estado y miembros del clero. Por una parte, era clara la 
influencia y participación de los miembros de la Iglesia en el desarrollo 
de varias de las guerras civiles del siglo xix, ello en un marco en el cual 
gran parte de la población compartía el mismo culto. Conocedor de la 
inestabilidad que podría significar el distanciamiento entre el Estado y la 
Iglesia en 1880, José María Quijano como encargado del gobierno ante la 
Santa Sede, remitió una representación al secretario de Estado del Papa 
León XIII. En ella, Quijano da cuenta de las condiciones bajo las cuales 
el gobierno colombiano estaría dispuesto a reactivar los pagos de la renta 
nominal, otorgar permisos para la enseñanza del culto en las escuelas y 
proteger el ejercicio de la fe. A cambio, se pedía a la Santa Sede el reco-
nocimiento de la desamortización de bienes y la redención de censos, el 
controlar a los clérigos para que no impidieran el normal desarrollo de la 
instrucción pública, obligar a los sacerdotes a dar cuenta de los nacimien-
tos y defunciones, así como permitir al gobierno proponer ternas para el 
nombramiento de obispos58.

El acuerdo con la Iglesia en la búsqueda de preservar la estabilidad 
política fue perentorio y se hizo posible con la constitución de 1886 y la 
posterior firma del Concordato, gracias a que la Iglesia asumió el con-
trol de la educación, recobró el pago de la renta nominal y se hizo acree-
dora de una cuota anual de indemnización por los capitales y bienes per-
didos. En el nuevo proyecto conservador, la fe era pieza imprescindible 
para la consolidación de sus políticas. 59 Además del interés político, tam-
bién estaba el incentivo financiero. El presidente Rafael Núñez reconoció 
ante los encargados de la negociación del Concordato, que las sumas exi-
gidas por la Santa Sede podrían llevar a la total ruina del Estado, ya que 
se exigía el pago del capital total de la desamortización y de la redención 
de censos. Frente a ello, el gobierno propuso reconocer un mayor interés 

58  Quijano, 1908, pp. 166-171
59  González, 1989. 
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para los pagos de renta nominal a cargo de la Iglesia, como efectivamente 
sucedió60.

Asimismo, tal y como lo denunció el sacerdote Juan Pablo Restrepo, 
el Estado al expropiar los bienes de hospitales e instituciones de benefi-
cencia se comprometía con su sostenimiento, tarea que no había podido 
cumplir al no contar con fondos61. Por otra parte, el secretario de instruc-
ción pública Liborio Zerda, reconoció como una de las principales causas 
del deterioro de la educación primaria, la falta del pago de los intereses de 
renta nominal, lo que había obligado a varias instituciones a vender los re-
conocimientos con un descuento de hasta el 50%62. En este contexto, los 
propios funcionarios del Estado reconocían el incentivo de pagar la renta 
nominal, para hacer frente a la atención del gasto social y educativo y, así, 
calmar a un sector que podría ser problemático para el mantenimiento del 
orden público.

Por otra parte, los incentivos para la Iglesia y el clero se constata-
ron en la primera sección de este artículo con la exposición de tres de 
los casos de reclamación, llevados a cabo mediante demandas por parte 
del Hospital San Juan de Dios de Medellín en 1892, el Síndico del Mo-
nasterio de la Enseñanza en 1895 y el Colegio de la Merced de Bogotá 
en 1921. De hecho, algunas de estas obligaciones siguieron siendo atrac-
tivas a comienzos del siglo xxi, cuando se intentaron entablar demandas 
que buscaron reactualizar las obligaciones con base en su conversión a 
valores presentes. Por ahora se hace necesario el análisis de la red de in-
centivos y de la magnitud de las obligaciones estales por renta nominal 
frente a sus erogaciones en el ámbito educativo y de salubridad.

En consecuencia y a diferencia de la sección anterior, aquí la red es 
dinámica debido a que los pagos de las rentas se mantienen y estos a su 
vez incentivan a sus benefactores a continuar con el desarrollo de las ac-
tividades de educación y beneficencia, pues se conjugan con sus intereses 
de evangelización y fortalecimiento de la fe en la sociedad. Es un proceso 
en el que el gobierno logra ampliar indirectamente su cobertura de edu-
cación y salud a través de los intereses de la Iglesia, pues cada vez que 
paga las rentas eclesiásticas, la Iglesia continúa con su proceso de ampliar 
sus coberturas y obras hasta el punto en que fuese óptimo el proceso (fi-
gura 4).

60  González, 1989, p. 351. 
61 R etrepo, 1985, p. 384.
62  Zerda, 1884, p. 50. 



774	 Historia C ontemporánea,  2022, 70,  753-785

Óscar M. Granados, José Joaquín Pinto Bernal

Figura 4
Red de incentivos y beneficios

Fuente:  elaboración propia.

De esta forma, el pago de la renta nominal a estas instituciones per-
mitía al Estado cumplir dos objetivos: por una parte, satisfacer el servi-
cio de deuda y por otra sumar indirectamente recursos a los presupuestos 
de instrucción y beneficencia (atención a la infancia, los ancianos, pa-
cientes psiquiátricos y salubridad). La figura 5b muestra el gasto del pago 
de intereses de renta nominal como porcentaje del presupuesto en educa-
ción, en tal contexto, cada valor implicó una adición al sector, en el que 
los intereses de la renta nominal sumaron el 70% del gasto en instrucción 
para 1875, llegando casi a un 20% en 1898 y culminar en un 9% en 1934, 
valor que se combinó con una mayor inversión tras la definitiva creación 
del Ministerio de Educación en 1928. Esto se comprueba con lo consig-
nado en la Constitución de 1886 en la que la religión católica se estable-
ció como parte de la nación, como un elemento esencial del orden social 
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y, por ende, protegida por los poderes públicos63; lo que condujo a un do-
minio casi absoluto de las congregaciones religiosas sobre la instrucción, 
la educación y gran parte de los contenidos hasta el inicio de la segunda 
mitad del siglo xx, así como del incremento de los estudiantes en las es-
cuelas privadas. Aunque la reforma educativa de 1903 incorporó otras 
materias dentro de los currículos escolares, la instrucción católica no fue 
alterada en lo más mínimo, sino que se abrió la posibilidad, además de la 
educación clásica, a conocimientos técnicos y de preparación para las ac-
tividades productivas64.

Los incentivos también son claros en términos de prestación de ser-
vicios de salubridad, ya que durante parte del siglo  xix estos no fueron 
garantizados y eran asumidos por las órdenes religiosas beneficiarias del 
pago de rentas. La figura 5c replica el ejercicio anterior, pero con los gas-
tos dedicados a salubridad. Para 1875 la renta nominal significó una y me-
dia veces más que lo destinado a la salubridad, sufriendo un significativo 
descalabro tras las decisiones de no pago de 1877, para que con arreglo 
al Concordato implicaran el 150% del presupuesto sanitario. La relación 
caería en 1934 al 5%, siendo a pesar de ello una suma considerable65.

Entrada la segunda mitad del siglo  xx, esta relación se fue deterio-
rando debido al carácter nominal, a la inconvertibilidad de las obliga-
ciones, al incremento de la inflación, así como al mejoramiento en los 
fondos destinados a la salud y a la educación por parte del Estado. Sin 
embargo, si comparamos los pagos por renta nominal de los años 1948 
y 1950 con otros rubros de gasto, se confirma que aún eran sumas con-
siderables, ya que dichos montos eran similares a los invertidos en la 
dirección Nacional de Salubridad, Higiene y Asistencia Pública, a la 
consumida en las campañas contra la fiebre amarilla, equiparable a la in-
versión en bibliotecas públicas, a los equipos comprados para laborato-
rios en las universidades públicas y a la destinada para la construcción de 
oleoductos y refinerías, siendo importantes por lo menos hasta la mitad 
del siglo xx, ya que se igualaban a la inversión en sectores claves para el 
desarrollo del país66.

63 S ilva Olarte, 1989. 
64  Para una ampliación de la cobertura en educación, véase: Ramírez y Salazar, 2010; 

Ramírez y Téllez, 2007. 
65 S obre el proceso de expansión del sistema de salud en Colombia, véase: Quevedo, 

1996. 
66  Contraloría General de la República, 1952. 
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Figura 5
Equivalencias de los intereses anuales de renta nominal.  

a) Como porcentaje del presupuesto nacional.  
b) Como porcentaje del presupuesto de instrucción pública y educación a nivel 

nacional. c) Como porcentaje del presupuesto de salubridad
Fuente:  elaboración propia con información de Esguerra, 1875; Parra, 1875; Bernal, 1878; 

Quijano, 1878; Arango, 1892; Goenaga, 1892; Esguerra, 1898, Reyes, 1898;  
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 1934b y Villegas, 1972.
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Ante el impacto de la inflación, algunos de los beneficiarios de los pa-
gos iniciaron procesos judiciales con el objeto de convertir los montos de 
capital y renta anual con arreglo al valor del oro, pues la red de incentivos 
había perdido su capacidad desde años atrás, especialmente cuando se am-
pliaron las opciones de educación y salud para ser desarrolladas por otras 
organizaciones públicas y privadas.

En 2008, la Universidad Colegio Mayor del Rosario apeló ante el 
Consejo de Estado la decisión de no reconocer sus demandas por parte del 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Las peticiones de la Universi-
dad estaban relacionadas con tres títulos de renta nominal por un valor de 
$354.170, las cuales exigían que el monto de los capitales fuese conver-
tido con arreglo a la cláusula oro establecida en la Ley 110 de 1912, es de-
cir por cada peso de oro 2,5 de plata y luego convertidos por el valor del 
gramo de oro, es decir por cada peso se reconocían 1,596 gramos de oro. 
También se pedía que se cancelaran los intereses insolutos desde  1997 
y que los certificados de renta nominal fueran convertidos en bonos de 
deuda pública amortizables en cinco años. Así las cosas, el capital que de-
bía ser amortizado por la nación llegaban a $6.114 millones y los intere-
ses no pagados a la suma de otros $6.000 millones más. El proceso se ex-
tendió desde 2001 hasta 2014 y en última instancia el Consejo de Estado 
falló a favor de la nación por considerar improcedente la amortización del 
capital y la convertibilidad de los montos, por cuanto las obligaciones pri-
migenias contraídas por el Estado así lo habían establecido, reconociendo 
solo una renta nominal sobre la deuda a perpetuidad, estableciendo la im-
posibilidad de amortizar los capitales. Por otra parte, se desestimó la in-
tensión de convertir las deudas al valor del oro, mitigando la acción de la 
inflación.

Entonces, los costos fiscales del pago de rentas anuales por renta no-
minal fueron significativos, aunque fueron decreciendo al 0,5% del pre-
supuesto de la nación, suma que aún era considerable en 1934. El cum-
plimiento de las obligaciones obedeció a que varias de ellas permitían al 
Estado satisfacer el servicio de deuda, además de velar de forma indirecta 
por la educación y la salubridad gracias a las gestiones de la Iglesia. El in-
centivo fue decreciendo a medida que el Estado invirtió mayores recursos 
en salubridad e instrucción, a pesar de lo cual hasta mediados del siglo xx 
los montos pagados por renta se equiparaban a rubros fundamentales para 
el desarrollo del país, hecho que se deterioró por el carácter nominal de la 
deuda y la inflación presente desde la década de 1970.
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4.  Conclusiones

La historiografía habitualmente ha visto los procesos de redención y 
desamortización desde el enfoque del beneficio fiscal para el Estado y del 
impacto positivo para el mercado de tierras y de crédito, algo que es vá-
lido desde una perspectiva económica. Sin embargo, más allá de esos ele-
mentos, lo significativo de este proceso fue la integración de los intereses 
del gobierno y la Iglesia para desarrollar algunas actividades, en especial 
la educación y la salud.

Los procesos de redención de censos y desamortización implicaron un 
costo sostenido en el tiempo para el Estado y significaron un esfuerzo fi-
nanciero al regresar el centralismo al gobierno de Colombia. Adicional-
mente, fue sometido a la influencia del concordato con el Vaticano, pues 
la Iglesia católica tuvo la libertad de avanzar en sus actividades como un 
derecho propio y legitimo consignado en la Constitución de 1886 y poste-
riormente con la ley 35 de 1888, que le facilitó consolidar la fe católica en 
la sociedad colombiana. Sin embargo, ese costo financiero fue menor al 
que le implicaba al gobierno desarrollar las labores de educación pública 
y salud.

En primer lugar, porque el gobierno no contaba con la capacidad fis-
cal para atender varias de las actividades de educación en diversas regio-
nes del país y mucho menos en aquellas en las que no contaba ni con la 
capacidad de ejercer una presencia estatal y policiva. En estas regiones, 
las congregaciones religiosas habían avanzado considerablemente y, a su 
vez, tenían la capacidad y el interés de continuar su proceso de evangeli-
zación en regiones apartadas y fronterizas, como las del sur con las nue-
vas divisiones administrativas del territorio del Caquetá, del oriente en los 
llanos de San Martin, del norte en la Guajira y varias zonas de la región 
Pacífica. Aunque este no era un proceso nuevo, pues las congregaciones 
religiosas conocían muy bien estas regiones y desde siglos atrás habían 
compartido su experiencia comercial y evangelizadora con varias comu-
nidades locales, las cuales no habían sido identificadas efectivamente por 
los propósitos sociales del Estado colombiano.

En segundo lugar, porque el gobierno no contaba con los recursos 
para construir un andamiaje de salud pública que le facilitara atender una 
población creciente en las principales ciudades y, mucho menos, en las 
zonas apartadas. Aunque los principales centros de salubridad se encon-
traban en las capitales departamentales y en Bogotá, estas atendían en 
varias oportunidades a las poblaciones que debían desplazarse hacia las 
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ciudades para recibir un servicio que solventara sus complicaciones mé-
dicas.

El esquema de pagos de las rentas eclesiásticas, más allá de haberse 
convertido en una obligación del Estado y de ser un valor que fue insig-
nificante hacia el inicio de la segunda mitad del siglo xx, se sostuvo, pri-
mero, por el compromiso que se tenía con la Iglesia, el cual había sido 
elevado a nivel constitucional desde 1886. Segundo, porque facilitó una 
red de incentivos que permitió la supervivencia económica y política del 
Estado y evitó una confrontación con la Iglesia, la cual fue fundamen-
tal dentro del esquema gubernamental. Los beneficios están más allá de 
aquel valor pagado anualmente y que algunos lo sintetizaron exclusiva-
mente como una cifra, ya que la red de beneficios e incentivos no era 
cuantificable.

Cuando el gobierno empezó a integrar ajustes institucionales como la 
reforma de 1936, que buscaba reducir la relevancia de la Iglesia en el or-
den constitucional y fortalecía el desarrollo de actividades propias de la 
obligación social del Estado en las áreas de educación y salud, las obliga-
ciones de renta nominal resultaron en una red que dejó de ser beneficiosa 
para algunas congregaciones religiosas, pues el punto óptimo de varias 
obras eclesiásticas se había logrado y simplemente era mantener las que 
ya se tenían. Entonces, fue necesario buscar la reactivación económica de 
varias de esas obligaciones como sucedió con los casos que fueron a los 
estrados judiciales, persiguiendo nuevamente el ingreso económico más 
allá de una red de beneficios e incentivos.
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